ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN  66001 22 04 003 2016 00079 00

ACCIONANTE: RONNY OSPINA ESPITIA 

ACCIONADA: J3EPMS DE MANIZALES Y OTROS 
ASUNTO: HECHO SUPERADO

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Satisfacción del objeto principal de la tutela configura un hecho superado
“(…) revisados los elementos materiales probatorios que obran dentro de la foliatura y específicamente los aportados por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, se aprecia que en cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, mediante auto del 5 de abril de 2016, resolvió remitir las diligencias correspondientes al proceso del señor Ospina Espita a su homólogo en la ciudad de Pereira, situación que fue puesta en conocimiento del accionante y del Director del EMPC de Santa Rosa de Cabal (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencias T-727 de 2010 y T-142 de 2012.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veinte (20) de abril de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.329
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Ronny Ospina Espitia en contra del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

· El señor Ronny Ospina Espitia informó que fue condenado por el Juzgado 1º Penal de Conocimiento (sic) el 25 de enero de 2016 a la pena de 36 meses de prisión por el delito de hurto calificado; por lo tanto, el expediente fue remitido al Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, el cual quedó repartido al  Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales.

· Como el accionante se encuentra recluido en establecimiento carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el Director de ese centro mediante el oficio No.585 del 9 de marzo de 2016 solicitó el traslado de su proceso a los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira, Risaralda, sin que a la fecha se haya resuelto tal petición, lo que le causa perjuicios, toda vez que no ha podido tramitar los beneficios y permisos a los que tiene derecho  por reunir los requisitos.

· Por lo anterior, solicitó que se tutele su derecho fundamental de petición y se ordene al Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, que remita su expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

· Al escrito de tutela anexó copia del escrito firmado por el Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda.    (Folio 3)
3.  ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 6 de abril de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción, se ordenó correr traslado de la misma al despacho accionado  y se vinculó vincular al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales (folios 6-8).

4. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
4.1.  CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS DE LOS JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MANIZALES
Su Secretario informó que el proceso seguido en contra del accionante radicado bajo el No.2015-80862-00 correspondió por reparto el 5 de febrero de 2016 al Juzgado 3º de  Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, el que avocó el conocimiento de las diligencias en la misma fecha.

Señaló que en esa dependencia se recibió el oficio DIRE 0585 del 9 de marzo de 2016 suscrito por el Director del EPMC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, solicitando al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales el traslado del expediente a su homólogo en la ciudad de Pereira por cuanto el señor Ronny Ospina Espitia se encuentra recluido en el mencionado centro carcelario.

Por lo anterior, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales el 5 de abril de 2016 ordenó el envío del proceso mencionado a los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira y mediante la boleta de cambio No.21.

Así mismo, puso de presente que se expidieron los oficios Nos.3127, 3128 y 3129 todos del 8 de abril de 2016, por medio de los cuales se informó al señor Ronny Ospina Espitia, a la Asesoría Jurídica del EPMC de Santa Rosa de Cabal y al Centro de Servicios Administrativos de los JEPMS de Pereira, respectivamente, la remisión del proceso mencionado a la ciudad de Pereira en los términos como lo había solicitado el Director del EPMC de Santa Rosa de Cabal  (folios 17 y 18)
Adjuntó copia de los oficios Nos.3127, 3128 y 3129 todos del 8 de abril de 2016 y la ficha técnica del interno (folios 19-27)
4.2. JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MANIZALES, CALDAS 

Su titular informó que ante la solicitud del Director del EPMSC de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en el sentido de que el interno Ronny Ospina Espitia se encontraba en dicho centro carcelario, ese Despacho mediante auto del 5 de abril del año en curso, ordenó enviar el expediente radicado bajo el No.17001-61-06-799-2015-80862-00 a los JEPMS de Pereira por ser competentes para vigilar la pena impuesta al accionante.
Por lo anterior, solicitó la desvinculación de ese juzgado del trámite de tutela  (folio 33).

Adjuntó copia del formato de recepción de correspondencia donde se observa relacionado el derecho de petición del accionante con fecha del 09/03/2016 y del auto del 5 de abril de 2016 (folios 34 y 35).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

5.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
5.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Ronny Ospina Espitia, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

5.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.5.  En lo que respecta al derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

5.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

5.6.  DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. En el caso sub examine, acudió el señor Ronny Ospina Espitia al juez constitucional con el fin de que se ordenara al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales la remisión de su proceso al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en atención a que actualmente se encuentra recluido en el centro carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, tal como lo había solicitado el Director de ese establecimiento carcelario, mediante oficio del 9 de marzo de 2016 (folio 3) y de lo cual no se había obtenido respuesta por parte del despacho judicial demandado.

5.6.2. Sin embargo, revisados los elementos materiales probatorios que obran dentro de la foliatura y específicamente los aportados por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, Caldas, se aprecia que en cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales, mediante auto del 5 de abril de 2016, resolvió remitir las diligencias correspondientes al proceso del señor Ospina Espita a su homólogo en la ciudad de Pereira, situación que fue puesta en conocimiento del accionante y del Director del EMPC de Santa Rosa de Cabal, tal como se observa en los oficios visibles a folios 19 al 21.
5.6.3.  Significa lo anterior, que entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el fallo, los despachos demandado y vinculado accedieron por completo la pretensión del señor Ospina Espitia, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por el actor.  Como consecuencia,  esta instancia no está llamada a emitir pronunciamiento alguno ante la carencia actual de objeto, con fundamento lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: 

“Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”

5.6.4. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-727 de 2010 reiteró lo siguiente:  

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

 “Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” (Subrayas nuestras)
Se concluye, que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por el accionante, ya que el motivo que lo llevó a instaurar la presente demanda de amparo, fue superado en términos tales que la pretensión de  queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada por el señor Ronny Ospina Espitia, atendiendo el hecho que su proceso penal fue remitido a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, para que se efectúe la vigilancia de la pena impuesta al actor. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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